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PARA OPTAR EL TÍTULO PROFESIONAL DE ABOGADO

MATERIA : EJECUCIÓN DE GARANTIAS

PROCESO : UNICO DE EJECUCIÓN 
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CAPÍTULO I

RELACIÓN SOBRE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR

LAS PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO.

En vía de proceso único de ejecución, se tramitó la demanda de ejecución de

garantías, a fin de que los ejecutados cumplan con pagar la suma ascendente

a  US$ 2,440.00  (dos  mil  cuatrocientos  cuarenta  y  cuatro  y  00/100  dólares

americanos),  obligación  contenida  en  el  contrato  de  mutuo  con  garantía

hipotecaria,  bajo  apercibimiento  de procederse al  remate  del  bien  inmueble

dado en garantía ubicado en la Mz. A, Lt. 22, Asentamiento Humano Hijos de

Ventanilla, Zona 01, Distrito de Ventanilla, Provincia Constitucional del Callao,

inscrito en la partida electrónica N° P01126503 del Registro Predial Urbano de

Lima.

1. Sobre los fundamentos de hecho y de derecho del demandante

 

1.1. Fundamentos de hecho de la demanda

a) Con fecha 29 de enero de 2010, Hoover Edgar Contreras Huancaya interpone

demanda de ejecución de garantías en vía de proceso único de ejecución, para

que los ejecutados Cirilo Loaiza Urquizo y Alicia Esther Inga Neyra cumplan

con pagarle la suma correspondiente a US$ 2,440.00 dólares americanos, bajo

apercibimiento de procederse al remate del bien dado en garantía inscrito en la

partida electrónica N° P01126503 del Registro Predial Urbano de Lima, para

que con el producto del remate cubra el monto solicitado, mas intereses, costas

y costos del proceso.

b) La partes con fecha 15 de enero de 2003, celebraron un contrato de mutuo con

garantía hipotecaria  (minuta), por el cual le prestó la suma de US$ 2,440.00

dólares americanos, monto que según la cláusula sexta del referido contrato

debía ser pagado en doce (12) cuotas mensuales, cuyas primeras once cuotas
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por la suma de US$ 120.00 dólares americanos entre el 05 de febrero de 2003

y el 05 de diciembre del  mismo año y la última cuota por la suma de US$

1,120.00 dólares americanos el 05 de enero de 2004.

c) Asimismo,  para  garantizar  el  cumplimiento  de  la  obligación,  se  constituyó

primera  y  preferencial  garantía  hipotecaria  hasta  por  las  suma  del  mutuo

otorgado sobre el inmueble inscrito en la partida N° P01126503 del Registro

Predial Urbano de Lima de propiedad de los ejecutados.

d) Sin embargo, pese al tiempo transcurrido, los ejecutados le siguen adeudando

la suma prestada, no habiendo cumplido con hacer efectivo el pago de dicho

monto a pesar de haber realizado reiterados requerimientos; en tal sentido, con

la demanda procura que los ejecutados le paguen la deuda pendiente de forma

directa o mediante la ejecución de la garantía hipotecaria, esto es, con lo que

se obtenga del remate del bien otorgado en garantía.

1.2. Fundamentos de derecho de la demanda

- Inciso 1 del artículo 1219 del Código Civil.

- Artículo 720 y siguientes del Código Procesal Civil referido a la ejecución de

garantías.

1.3. Medios Probatorios.

- Contrato de Mutuo con Garantía Hipotecaria de fecha 15 de enero de 2003.

- Formulario  Registral  de  Gravámenes  del  inmueble  de  propiedad  de  los

ejecutados inscrito en la Partida N° P01126503 del Registro Predial Urbano de

Lima que acredita la constitución de la garantía hipotecaria.

- Certificado de Gravamen del inmueble de propiedad de los ejecutados inscrito

en  la  Partida  N°  P01126503,  que  demuestra  la  inscripción  de  la  garantía

hipotecaria.
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- La Partida N° P01126503 del Registro Predial Urbano de Lima.

- Estado  de  cuenta  actualizado  en  donde  se  consigna  el  saldo  deudor,  que

acredita la exigibilidad de la suma puesta a cobro. 

2. Mandato de ejecución

Mediante  resolución  uno  de  fecha  03  de  marzo  2010,  considerando  los

requisitos  de  admisibilidad  y  procedencia,  con  la  concurrencia  de  los

presupuestos procesales y las condiciones de la acción, se emite el mandato

de  ejecución,  mediante  el  cual  se  admite  a  trámite  la  demanda en  vía  de

proceso único de ejecución y se ordena que los ejecutados en el plazo de tres

días  cumplan  con  pagar  al  ejecutante  la  suma  de  dos  mil  cuatrocientos

cuarenta y 00/100 dólares americanos, bajo apercibimiento de procederse al

remate del inmueble dado en garantía.

3. Sobre los fundamentos de hecho y  derecho de la contradicción

3.1. Fundamentos de hecho de la contradicción

Mediante  escrito  de  fecha 31 marzo de 2010,  el  co-ejecutado Cirilo  Loaiza

Urquizo presenta contradicción, basándose en la inexigibilidad de la obligación

contenida  en  el  titulo,  solicitando  desestimar  la  demanda  y  declararla

improcedente, señalando esencialmente lo siguiente:

a) Los recurrentes con fecha 15 de enero de 2003 firmaron un mutuo con garantía

hipotecaria hasta por la suma de US$ 2,440.00 dólares americanos a favor del

ejecutante,  mediante  el  cual  se  comprometieron a  cancelar  la  deuda antes

señalada.

b) No es cierto que los recurrentes no hayan cumplido con la obligación adquirida

en el título valor materia de ejecución y que a la fecha han abonado el 100% de

la deuda, conforme refiere acreditar con la constancia de pago realizado en el

año 1994 en diferentes meses, en el que se observa que fue recibida por la

hermana del ejecutante, haciendo pagos mensuales por diversas cantidades.
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c) Al no reconocer el ejecutante los pagos realizados, se vio obligado a volver a

pagar directamente al ejecutante adjunta un documento en calidad de prueba,

debidamente suscrito por el ejecutante, realizando los pagos en las siguientes

fechas:

1) US$ 100.00 20-03-2006

2) US$ 100.00 24-03-2006

3) US$ 100.00 22-05-2006

4) US$ 100.00 20-09-2006

5) US$ 500.00 22-01-2007

6) US$ 500.00 07-06-2007

7) US$ 500.00 05-12-2007

8) US$ 500.00 30-06-2008

9) US$ 500.00 28-10-2008

En consecuencia, resultando un total de: US$  2,900.00, señalando además

que esa suma excede a la puesta a cobro.

d) El juzgado debe tener en cuenta el principio de literalidad.

e) Lo  manifestado  por  el  demandante  no  es  cierto  al  señalar  que  no  han

cancelado  el  importe  del  título  valor,  ya  que  han  ido  pagando  el  monto

adeudado, conforme a los documentos que adjunta.

3.2. Fundamentos de derecho de la contradicción.

- Artículo 690 del Código Procesal Civil.

- Artículo 722 del Código Procesal Civil.
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- Ley 26702: Ley del Sistema Financiero y de Seguros

3.3. Medios Probatorios.

- Documento en la que figura los pagos efectuados en el año 2004 a la hermana 

Rosana.

- Documento en la que figura los pagos efectuados los años 2006, 2007 y 2008 

ascendiendo en la suma de US$ 2,900.00.

4. Trámite de la contradicción

Por resolución número dos de fecha 06 de abril de 2010, se tuvo por formulada

la contradicción disponiendo correr traslado el ejecutante por el plazo de tres

días, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 690-E del Código Procesal

Civil.

Por resolución número tres, de fecha 28 de abril de 2010, se tuvo por absuelta 

la contradicción, en atención al artículo antes señalado.

Por resolución número cuatro, de fecha 05 de mayo de 2010, invocando el 

inciso 2 del artículo 51 del Código Procesal Civil, con la finalidad de esclarecer 

los hechos controvertidos, el Juez cita a una Audiencia Especial de estación de

preguntas.

5. Audiencia Especial

Con fecha 02 de junio de 2010, se llevó a cabo la Audiencia Especial con la

concurrencia  del  ejecutante  Hoover  Edgar  Contreras  Huancaya  y  el  co-

ejecutado  Cirilo  Loaiza  Urquizo,  sin  la  presencia  de  la  co-ejecutada  Alicia

Esther Inga Neyra, pese a encontrarse debidamente notificada; acto en el cual,

el Juez procede a formular las siguientes preguntas:

1. ¿Para que diga, en relación con la obligación materia de autos si ha recibido de

la parte demandada algún pago a cuenta? Dijo que no.
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2. ¿Para que diga si las firmas estampadas en el documento de folios treinta y

uno, que en este acto se le pone a la vista, entre los numerales cinco y nueve

es suya? Dijo que si son sus firmas, agrega que esas firmas corresponden a

varios pagos que hizo la parte demandada correspondientes a otros préstamos,

para  cuyo  efecto  acompaña copia  de  cinco  letras  de  cambio,  por  diversos

importes que se agrega a los autos; dejándose constancia que un juego de las

copias  antes  mencionadas  se  entregan  al  demandado  que  se  encuentra

presente en resguardo del derecho de defensa.

Concluyó la audiencia comunicando a las partes que los autos se encuentran

expeditos para resolver dentro del plazo establecido por ley, contados desde el

día siguiente de notificada la co-ejecutada que no concurrió a la audiencia, con

lo que concluyó la audiencia.

Posteriormente, mediante escrito de fecha 07 de junio de 2010, el co-ejecutado

presenta  un  escrito  señalando  se  tenga  presente  al  momento  de  resolver,

precisando que si el ejecutante señala que los pagos fueron a cuenta de otra

deuda, que este las acredite con documento indubitable a que deuda se refiere;

y en todo caso de corresponder a otros préstamos, por qué no devolvió las

letras; además señala que las letras de cambio presentadas en la audiencia

carecen de los requisitos esenciales que establece la Ley de Títulos Valores

para su ejecución. Finalmente precisa que las letras de cambio presentadas en

la audiencia especial no corresponden al de  materia del proceso.

6. Auto Definitivo – Sentencia de Primera Instancia.

Mediante resolución número nueve, de fecha 22 de noviembre de 2010, el Juez

conforme a las consideraciones precisadas en la resolución mencionada, en

aplicación  de  los  artículos  722  y  723  del  Código  Procesal  Civil,  resuelve

declarar infundada la contradicción propuesta por el co-ejecutado Cirilo Loaiza

Urquizo y ordena sacar a remate el bien otorgado en garantía hipotecaria, con

costas y costos, consentida o ejecutoriada sea la resolución.

7. Sobre el recurso de apelación planteado por el co-ejecutado Cirilo Loaiza

Urquizo.
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Con fecha 14 de diciembre de 2010, el co-ejecutado formula apelación contra

la resolución número nueve – auto definitivo -, argumentando esencialmente lo

siguiente.

La deuda materia de cobro en el proceso, se encuentra cancelada tal y como

se puede advertir de los medios probatorios adjuntados a su contradicción.

Existe una inexactitud en la resolución apelada, cuando el Juez señala que su

parte luego de recibir las copias simples de los Títulos Valores - acto que se

llevó a cabo en la diligencia de Audiencia Especial  -,  no manifestó nada al

respecto,  toda  vez  que  en  el  mismo  acto  de  audiencia,  se  trató

infructuosamente de explicar al Juez que dichas cambiales provenían de otra

deuda,  recibiendo  como  respuesta  por  parte  del  magistrado  que  la  citada

diligencia  tenía  como  único  fin  el  reconocimiento  de  firma  por  parte  del

ejecutante de los documentos anexados a su contradicción, por lo tanto no ha

existido ningún reconocimiento de la deuda puesta a cobro.

Además, el Juez al momento de expedir la resolución apelada no ha tenido en

consideración que el  demandante ha reconocido plenamente su firma en el

documento presentado en la contradicción.

8. Auto de vista de Segunda Instancia

Mediante resolución número seis, de fecha 06 de julio de 2011, la Segunda

Sala Civil  Subespecialidad Comercial de Lima, aplicando el artículo 200 y el

artículo  364  del  Código  Procesal  Civil,  resuelve  revocar  el  auto  definitivo

contenido en la resolución número nueve y reformándola declara fundada la

contradicción planteada por el co-ejecutado Cirilo Loaiza Urquizo.

9. Sobre el recurso de Casación.

Por escrito de fecha 04 de octubre de 2011, el ejecutante interpuso recurso

extraordinario de casación, contra la sentencia emitida por la Segunda Sala

Subespecialidad  Comercial  de  Lima,  argumentando  que  el  pronunciamiento

infringe la disposición contenida en el artículo 1229 del Código Civil,  la cual

establece  que  la  prueba  del  pago  incumbe  a  quien  pretende   haberlo

efectuado.
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Asimismo, que en los procesos como el presente, corresponde al ejecutado

probar que ha cumplido con el pago y no como ha sucedido que la carga de la

prueba se ha invertido desestimando la demanda porque se precisa que el

ejecutante no ha probado que no se le ha pagado.

10.Resolución de la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia

de la República – CAS. Nº 4769-2011

Mediante resolución de fecha 08 de agosto de 2013, la Sala Civil Permanente

de la Corte Suprema, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 392 del

Código Procesal Civil, declara improcedente el recurso de casación interpuesto

por Hoover Edgar Contreras Huancaya contra el  auto de segunda instancia

contenida en la resolución número seis.

CAPITULO II

IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE

Ahora  bien,  <  antes  de  identificar  los  problemas  jurídicos  advertidos  >  es

importante señalar que si bien en cierto los procesos de conocimiento tienen

vinculación  con  el  proceso  único  de  ejecución  –  cuando  se  refieren  a

sentencias de condena, ya que son las que contienen un mandato y que en

buena cuenta imponen el cumplimiento de una prestación - , también lo es que

estos no son excluyentes dado que esta segunda tiene por objeto hacer cumplir

una obligación ya sea que este contenida en un título ejecutivo de naturaleza

judicial  o extrajudicial,  pues así también lo señala Eugenia Ariano1 el  referir

que: “(…) el proceso de ejecución cuyo objeto es que el titular de un derecho,

cuya existencia es ya cierta por haberlo así declarado el órgano jurisdiccional

en  un  previo  proceso  de  conocimiento  o  porque  la  ley  lo  considera  cierto,

obtenga, tramite la actividad del juez, su concreta satisfacción”

En esa misma línea, Dante Torres2 refiere que: “(…) el proceso de ejecución,

busca materializar en la vida diaria el resultado obtenido de un proceso civil o

1 ARIANO DEHO, Eugenia. (2003). Problemas del proceso civil. Recuperado de http://www.bibliotecad.info/
wp-content/uploads/2018/11/Problemas-del-Derecho-Civil.pdf
2 Torres Altez, Dante y Alexander Rioja Bermúdez. (2014). Proceso de Ejecución (Parte General). En Dante
Torres Altez. (Primera Edición), El proceso único de ejecución – Mecanismos de ejecución y de defensa – (pp.

11), Lima, Perú: El Búho
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de  un  acto  jurídico  al  que  a  ley  le  atribuye  efectos  similares  para  de  esa

manera  satisfacer  las  pretensiones  planteadas  y  obtener  tutela  de  sus

derechos”.

¿Existió  una  correcta  apreciación  de  los  hechos  por  los  magistrados

teniendo en consideración lo previsto en los artículos 188, 196 y 197 del

Código Procesal Civil? 

Uno de los problemas que considero tuvo incidencia sobre la decisión tanto en

la  resolución  –  auto  final  -  de  primera  instancia  como  en  la  de  segunda

instancia, es lo referente a lo establecido en el artículo 188 del Código Procesal

Civil,  ya  que no se  ha tomado en cuenta  la  trascendental  importancia  que

conlleva su aplicación e interpretación. 

En ese sentido, Sentis Melendo3 decía que: “La prueba no consiste, pues, en

averiguar sino en verificar. Y no consiste en averiguar, porque la función del

juez no es averiguar; esa es la función de las partes, pero no la del juzgador; al

juez  puede  serle  necesario  aclarar,  clarificar  algún  aspecto  de  lo  que  esta

discutido,  pero  nunca ir  en  busca de esa  verdad  que  han  debido procurar

traerle las partes”.

Marianella  Ledesma4 también precisa  que:  “(…) la  actividad probatoria  está

regida  por  la  concurrencia  de  varios  principios  como  el  de  contradicción,

concentración,  inmediación  y  publicidad;  el  primero,  el  principio  de

contradicción referido a que las partes tienen derecho a conocer y controvertir

las  pruebas,  así  como  intervenir  en  su  formación,  tanto  las  que  sean

producidas o incorporadas al proceso, asimismo, refiere que no es admisible el

establecimiento de excepciones al principio de contradicción de la prueba, ya

que esta es una expresión del derecho de defensa, en otras palabras, un medio

de prueba al que no se le ha permitido la posibilidad del contradictorio, no tiene

eficacia probatoria, al margen que su incorporación al proceso haya sido en

atención a la carga probatoria de las partes o la facultad oficiosa del juez; en el

segundo, el  principio de concentración tiene como finalidad evitar dilaciones

3 Como se citó en Comentarios al Código Procesal Civil, Primera Eidición 2009, por Marianella Ledesma 
Narváez, (p. 668-669).
4 Ledesma Narváez, Marianella. (2009). Comentarios al Código Procesal Civil. Lima: Gaceta Jurídica.
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injustificadas del  proceso,  haciéndolo mas expedito  y  ágil,  con el  objeto de

alcanzar un alto grado de continuidad, permitiendo al juzgador, a la hora de

tomar una decisión, tener una idea global de la argumentación; en el tercer

caso, el principio de inmediación de la prueba, se refiere a la necesidad directa

que tiene el juzgador con los sujetos procesales y con los materiales elementos

de convicción que ellos aportan; y por último, el principio de publicidad referido

al  derecho  de  toda  persona  a  que  se  garantice  la  transparencia  en  la

administración de justicia, por lo que el debate probatorio debe ser abierto (…)”.

Juan  Montero  Aroca5,  señala  que:  “(…)  los  hechos  que  puede  alegar  el

demandado como causa de pedir de su petición de no condena no sirven para

fijar el objeto del proceso, pero sí sirven para delimitar el objeto del debate, en

el  sentido de que sobre ellos, lo mismo que sobre los constitutivos, deberá

discutirse  y  probarse  en  el  proceso  y  deberá  pronunciarse  el  juzgador  en

sentencia.  Todos los hechos,  tanto los que sirven de causa de pedir  de la

petición del actor, como los que fundamentan la resistencia del demandando,

tienen que ser aportados al proceso por las partes; el juez no puede delimitar,

mediante aportaciones propias de hechos, ni el objeto del proceso, ni el objeto

del debate (…)”; por lo tanto, el referido autor concluye que si el juez pudiera

aportar hechos atentaría con la esencia de lo que es un proceso civil, ya que

con ello se estaría convirtiendo en parte del proceso.

En ese sentido, en cuanto se refiere a la finalidad de la prueba, es de vital

importancia  que  el  juzgador  tenga  en  consideración  todos  los  medios  de

prueba presentados e  invocados por  las  partes  en el  decurso del  proceso,

entiéndase  también  a  si  estos  medios  de  prueba  fueron  invocados  y

presentados con posterioridad a la etapa postulatoria, ya que esta le servirá

para  esclarecer  los  hechos y  poder  cumplir  con el  principio  recogido en el

artículo III del Título Preliminar, concordante con el inciso 2 del artículo 51 del

Código Procesal Civil, que es resolver un conflicto de intereses y ordenar los

actos  necesarios  que  esclarezcan  los  hechos,  por  ende,  ningún  medio  de

prueba presentado o alegado por las partes debe ser desestimado o pasado

por alto sin antes haber emitido un pronunciamiento motivado según el cual el

juez decida que ésta no servirá  para el  esclarecimiento  de los  hechos,  así

5Montero Aroca, J. (2012). La prueba en el Proceso Civil (7ma ed., p.33). Pamplona: Arazandi S.A.
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hayan sido estos presentados con posterioridad a la oportunidad que señala el

código  adjetivo,  ya  que  también  ella  consagra  excepciones  que  trataré

posteriormente.

En cuanto al referido artículo 196 del Código Procesal Civil referente a la carga

de la prueba - en virtud de este articulado - las partes tienen la obligación de

sustentar sus afirmaciones. Para autores como Peyrano, la carga de la prueba

debe ser de la parte que se encuentre en mejores condiciones de producirla.

Bajo este contexto también, Manuel Serra6 señala que en todo proceso, sea

cual fuere su naturaleza, exista libertad de apreciación de la prueba o prueba

tasada, existe la necesidad por parte del Juez de adoptar una decisión fundada

en las pruebas practicadas en el proceso. Si dichas pruebas no se practican,

bien sea a instancia de parte, por iniciativa judicial, la parte beneficiada por la

afirmación que debía probar, sufrirá en su persona las consecuencias de falta

de prueba. Es interesante también señalar que para el autor antes mencionado,

en los efectos probatorios no existen afirmaciones de una y otra parte sino un

conjunto de afirmaciones que por haber sido alegadas por las partes tienen

interés en el proceso, en resumidas cuentas, el Juez puede recoger aquellos

resultados que hayan sido probados positivamente en el decurso del proceso,

independientemente de quien lo proporcionó.

Una de las teorías en la doctrina y más usada sobre las reglas judiciales de

distribución de la carga de la aprueba, es aquella que señala que corresponde

al demandante la carga de la prueba de los hechos normalmente constitutivos

de su derecho y al demandado la carga de la prueba de los hechos impeditivos,

extintivos y excluyentes, pues esta supera en su mayoría de las dificultades

opuestas en las demás teorías. 

Manuel Sánchez, refiere también, que la prueba documental, al menos en el

ámbito civil, es el medio de prueba más importante, sin embargo, que no es

suficiente por sí sola para resolver toda la problemática probatoria7. Por tanto,

hay que tener en cuenta que la valoración a la que se encuentran sujetas los

medios de prueba, debe ser explicado en la sentencia, manifestando el grado

de convencimiento que ellas han importado para la solución de la controversia.

6Serra Domínguez, M. (2009). Estudios de Derecho Probatorio (1ra Edición, p. 107-108). Lima: Communitas.
7 Serra Domínguez, M. (2009). Estudios de Derecho Probatorio (1ra Edición, p. 204-205). Lima: Communitas
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¿Se violó el debido proceso al no contemplar el correspondiente trámite

que establece el artículo 429 del Código Procesal Civil?

El artículo 429 del Código Adjetivo hace referencia a los medios probatorios

extemporáneos y el trámite que le corresponde en caso sean ofrecidos. Manuel

Serra8 escribe sobre la excepción a la preclusión documental, refiriéndose que

están  incluidas  en  ellas  los  documentos  fundamentales,  cuyo  interés  o

relevancia  solo  se  ponga  de  manifiesto  a  consecuencia  de  alegaciones

efectuadas por el demandado en la contestación de la demanda, documentos

que podrán ser acompañados inclusive hasta el momento del juicio.

En ese sentido, considero que resulta admisible presentar medios de prueba

ante  las  alegaciones  hechas  en  la  contradicción  de  la  demanda,  y  así,  el

ejecutante  pueda  presentar  medios  de  prueba  siempre  que  se  refieran  a

hechos  nuevos,  entendiéndose  por  “hechos  nuevos”  como  bien  lo  señala

Marianella Ledesma, a todo acontecimiento que llega a conocimiento de las

partes después de trabada la relación procesal, señalando además que esta

situación  excepcional  de  incorporar  nuevos  hechos,  configura  un  caso  de

integración de la pretensión y que proceden en tanto sean conducentes y se

encuadren dentro de la litis y del objeto de la pretensión.

El  artículo VII  del  Título Preliminar del  Código Procesal  Civil,  hace principal

referencia  al  deber  del  Juez  como  encarado  de  aplicar  correctamente  el

derecho, por ello debe suplir la ignorancia normativa, o en su caso, subsanar el

yerro  cometido  al  fundar  normativamente  sus  pretensiones  y  defensas,  sin

embargo, esto no alcanza a suplir los hechos expuestos por las partes; señala

también Marianella Ledesma que el Juez debe operar con prudencia, limitado

por la congruencia procesal.

Para concluir con la idea, el irrestricto derecho al contradictorio de los medios

de prueba, se funda también en la posibilidad de que la contraparte pueda

reconocerla o negarla, que en buena cuenta se entiende que la contraparte

8 Serra Domínguez, M. (2009). Estudios de Derecho Probatorio (1ra Edición, p. 224-225). Lima: Communitas
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pueda – en caso no estar de acuerdo -, impugnarlas, en esa línea, Montero

Aroca  señala  que  la  impugnación  no  consiste  solamente  en  la  negación

genérica,  sin  alegación  de  hechos  concretos  que  permitan  cuestionar

seriamente  su  autenticidad,  sino  que  exige  una  impugnación  específica,

documento por documento y con referencia a hechos concretos que permitan

por lo menos una apariencia de credibilidad. En ese sentido, queda claro que el

derecho al contradictorio de los medios de prueba no se refiere únicamente a

una antojadiza y mera alegación de quien refuta un medio de prueba sino que

esta debe contener el mismo valor probatorio según el cual se le atribuye un

hecho.  

CAPITULO III

POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES

EMITIDAS Y LOS PROBLEMAS JURIDICOS IDENTIFICADOS.

Respecto al Auto Definitivo de primera instancia.

Mediante resolución número nueve, de fecha veintidós de noviembre de dos mil

diez, el Juez de primera instancia, declara infundada la contradicción y ordena

sacar a remate el bien dado en garantía bajo los siguientes argumentos:

- Que  advirtiendo  de  los  fundamentos  de  la  contradicción,  estos  no

encuadran en la causal invocada de inexigibilidad sino en la de extinción de la

obligación, en cuyo sentido se realizará el análisis y pronunciamiento.

- Que con respaldo de la contradicción, el co-ejecutado ha presentado dos

documentos, el primer documento donde se encuentran consignadas diversas

cantidades  de  dinero  con  indicación  de  la  fecha  y  nombre  de  la  persona

“Rosana”  y  el  segundo  documento,  igualmente  se  consignan  diversos

cantidades de dinero con indicación de fecha y el numero de cuota, advirtiendo

del segundo documento que las cinco últimas cuotas cuentan con la firma del

demandante.
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- Que en la Audiencia Especial, la parte demandante al ser interrogada sobre

los documentos presentados por la ejecutada, ha reconocido como suyas las

firmas  del  segundo  documento;  sin  embargo,  manifestando  que  los  pagos

indicados en dicho documento corresponden a otros préstamos efectuados a la

demandada,  que  como  respaldo  de  su  versión  presento  en  dicho  acto  las

copias  de  cinco  letras  de  cambio  por  diversos  importes  suscritas  por  el

ejecutado; y,

- Que a pesar de haberse entregado un juego de copias al co-demandado

Cirilo Loaiza Urquizo en la misma audiencia, éste no se ha manifestado sobre

lo señalado por la parte ejecutante, en ese momento ni con posterioridad, al

igual que la co-ejecutada Alicia Esther Inga Neyra, silencio que a criterio del

Juzgador,  importa  un  implícito  reconocimiento  de  que  los  pagos que alega

haber  efectuado  aquel  en  su  escrito  de  contradicción,  no  se  refieren  a  la

obligación materia de autos, en aplicación extensiva de lo dispuesto en el inciso

2 del artículo 442 del Código Procesal Civil.

Respecto  a  la  resolución  emitida  por  el  Juez  de  Primera  Instancia,  no  me

encuentro conforme dado que no se ha observado lo previsto en el artículo 429

del Código Procesal Civil, en cuanto se refiere que el Juez concederá traslado

a la otra parte para que dentro de cinco días reconozca o niegue la autenticidad

de los documentos que se le atribuyen; por lo tanto, resulta evidente que el A-

quo en la Audiencia Especial no actuó conforme a ley, dado que únicamente se

limitó a poner  en conocimiento del  co-ejecutado las copias de las letras de

cambio en resguardo de su derecho de defensa. ¿Por qué resulta trascendente

hacer hincapié la inobservancia del artículo antes señalado?, pues, porqué su

inobservancia ha entorpecido la correcta valoración de la prueba ofrecido por

las  partes,  en  ese  sentido  puedo  colegir  en  función  a  lo  esgrimido  en  la

identificación y análisis de problemas jurídicos del expediente, que no puede

existir un pronunciamiento valido si el Juez no ha tenido en consideración el

irrestricto derecho al contradictorio de los medios de prueba que figura como

principio base para que llegar al esclarecimiento de los hechos o fundamentar

su posición.
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Si bien, estamos ante un proceso único de ejecución, esto no obsta que el

ejecutado haga ejercicio de su derecho de defensa para que se pueda llegar a

una resolución final – sentencia - justa, por lo tanto, al cuestionar los hechos

alegados, pueden surgir nuevos hechos que requieran de una dilucidación por

parte del juez, en tal sentido, al no haberse respetado el debido proceso, el

auto final emitido no puede ser válido, debiendo primero el Juez correr traslado

de  los  documentos  presentados  como  medio  de  prueba  para  que  las

consideraciones y posición adoptada se justa y legal.

Respecto al Auto de Vista de Segunda Instancia

Mediante resolución número seis, de fecha seis de julio de dos mil once, el A-

quem, resuelve revocando el auto definitivo, y reformándola declara fundada la

contradicción planteada por Cirilo Loaiza Urquizo, invocando esencialmente lo

siguiente:

- Que en virtud del Principio de Iura Novit Cura, dispuesto por el artículo VII

del Título Preliminar del Código Civil, aplicable para el caso, precisa que el co-

ejecutado  fundamenta  su  contradicción  en  la  causal  de  inexigibilidad  de  la

obligación, sin embargo del tenor del recurso de su propósito y fundamentación

es evidente que su contradicción importa la extinción de la obligación.

- Que siendo la causa una de Ejecución de Garantías, dicho proceso tiene

como fin,  primero:  requerir  al  ejecutado el  pago de una suma dineraria  no

honrada en su oportunidad, y no el apercibimiento del remate del bien dado en

garantía por incumplimiento, por lo que resulta necesario a fin de amparar la

incoada, en primer lugar verificar el cumplimiento o no de la deuda puesta a

cobro por  el  ejecutante en su escrito  de demanda,  situación que debió ser

probada en el decurso del proceso por dicha parte.

- Que se llega a acreditar que el ejecutante no ha cumplido con enervar el

merito  probatorio  del  documento de pago adjuntado por  el  ejecutado por lo

siguiente:  i)  que en el  acta  de audiencia,  el  actos  ha señalado de manera

expresa que reconoce como suyas las firmas las firmas consignadas en el

documento de pago, y, ii) que el ejecutante no ha probado además  que dichos
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pagos se refieren a otros préstamos, toda vez que las copias simples de los

documentos cartulares adjuntados, no acreditan de manera alguna que estos

se refieran a otro montos entregados al demandado, por lo que dicho extremo

debe ser amparado.

- Que el A-quo en ningún momento corrió traslado o requirió al demandado

para que absolviera lo manifestado por el demandante en la audiencia especial,

limitándose a entregar las copias de las letras de cambio.

- Que el ejecutado Cirilo Loaiza Urquizo, mediante escrito de fecha siete de

junio,  procedió  a  rechazar  los  documentos  presentados en  la  audiencia  de

pruebas  señalando  que  ordene  requerir  al  ejecutante  con  documento

indubitable a que deuda se refiere, procediendo además a impugnar las letras

presentadas en fotocopia por no reunir los requisitos esenciales que establece

la Ley de Títulos Valores.

- En ese sentido el Colegiado concluye que la resolución apelada contiene

un severo error de apreciación al concluir el Juez de primera instancia que el

ejecutado no se ha manifestado sobre lo señalado por la parte ejecutante en la

Audiencia Especial. Pues en ningún momento ha existido reconocimiento de

que los pagos alegados por el ejecutado se refieran a otras obligaciones y no a

la de materia de autos; en ese sentido, aplicando el artículo 200 del Código

Procesal Civil al no probar los hechos que sustentan su pretensión, la demanda

será declarada infundada.

Bajo este contexto, del análisis de la resolución de vista de Segunda Instancia,

tampoco  me  encuentro  conforme,  puesto  que  se  evidencia  un  error  de

apreciación  de  los  hechos,  ya  que  el  Colegiado  como  primer  fundamento

invoca el principio Iura Novit Curia, en función a que el ejecutado invocó una

causal distinta a las de su propósito y fundamentos – lo cual no resulta errado -;

sin embargo, descifró de los fundamentos de hecho alegados por el ejecutado

y  es  aquí  donde  considero  el  Colegiado  yerra,  dado  que  no  solo  dedujo

abruptamente  el  escrito  de  contradicción  al  tomar  solamente  algunos

fundamentos,  sino  porque  únicamente  tomó  de  la  contradicción  aquel

fundamento de hecho referido al pago, el cual le sirvió para enlazar el medio de

18



prueba – documento de pago – con su fundamento, sin tener en cuenta que el

fundamento de contradicción en su conjunto ya estaba siendo controvertido en

el decurso del proceso – sobre los títulos valores presentados -, cuando lo que

el principio invocado le permite únicamente es suplir en caso de errores en la

invocación del derecho mas no de los hechos, dejando de lado los medios de

prueba  presentados  por  la  parte  ejecutante  y  los  demás  fundamentos

señalados por el ejecutado. Del escrito de contradicción se desprende que el

ejecutado  señaló  expresamente  no  es  cierto  que  no  haya  cumplido  con  la

obligación  adquirida  mediante  el  Título  Valor,  notándose que está haciendo

mención que lo que cumplió el ejecutado es la obligación contenida en Títulos

Valores;  asimismo,  señala  que  se  debe  tener  presente  el  principio  de

literalidad, que dicho sea de paso se encuentra previsto en el artículo 4 de la

Ley  27287  –  Ley  de  Títulos  Valores  -,  es  por  ello  que  considero  que  el

ejecutante válidamente presento  las copias de los  títulos  valores a los que

hacía  referencia  el  propio  ejecutado.  Además  señala  el  colegiado  que  el

ejecutado rechazó las copias presentadas de las letras de cambio, lo cual no

basta para que se emita un pronunciamiento válido sino que se debió motivar

en la resolución9 porque el medio de prueba presentado por el ejecutante no

tenía  valor  probatorio  o  no   cumplía  con  enervar  el  pago  invocado  por  el

ejecutado.  Así  también  lo  señala  Marianella  Ledesma10,  que  al  haberse

convertido  en  un  hecho  controvertido,  se  debe  establecer  su  admisión  o

rechazo, ya que si solo bastara el dicho de una de las partes para que una

prueba carezca de efectos, entonces sería innecesario que se hable de reglas

y principios de la carga de la prueba, como de la valoración de la prueba, tal es

9 Motivación escrita de las Resoluciones Judiciales: Constituye una garantía de la administración de justicia

la fundamentación  de las resoluciones judiciales, pues, de lo contrario, los justiciables fácilmente serían

víctimas de la arbitrariedad de los jueces. Esta garantía procesal tiene relación con la regla contenida en el

Código Civil  cuando señala  que los  jueces tienen la  obligación de aplicar  la  norma jurídica  pertinente,

aunque no haya sido invocada en la demanda (Art. VII,  T.P., CC), así como con la previsión  del Código

Procesal Civil que establece que los jueces deben aplicar el derecho que corresponda al proceso, aunque no

haya sido invocado por las partes o lo haya sido erróneamente (Art. VII, T.P. CPC), CARRIÓN LUGO, JORGE,

Tratado de Derecho Procesal Civil, Grijley, Lima – Perú, Volumen I, pág. 171
10 Ledesma Narváez, M. (2012). Negar la existencia de los hechos, los mismos que se convierten a partir de 
esa negación en hechos controvertidos, siendo por tanto objeto de prueba, conjuntamente con los 
originados. La prueba en el Proceso Civil (Primera Edición, Tomo II. p. 400). Pamplona: Arazandi S.A.
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así, que hoy en día existe un proyecto de mejora del Código Procesal Civil

referente a la carga de la prueba11 y valoración de la prueba12. 

Ahora  bien,  para  reforzar  mi  idea  y  postura,  teniendo  en  la  actualidad

herramientas  como  el  Sexto  Pleno  Casatorio  Civil  –  Casación  2402-2012-

LAMBAYEQUE, según el cual, individualiza y precisa en el literal a)  del punto I

del Precedente Primero lo siguiente: “(…) para la procedencia de una ejecución

de garantías  reales,  en  el  caso de personas ajenas al  Sistema Financiero,

tratándose de una garantía real constituida expresamente para asegurar una

obligación  determina,  siempre  que  aquella  esté  contenida  en  el  propio

documento constitutivo de la garantía, a los efectos de la procedencia de la

ejecución, no será exigible ningún otro documento (…)”;  en ese sentido, se

puede apreciar que en el mandato ejecutivo se señaló que el contrato de mutuo

con  garantía  hipotecaria  era  el  documento  que  contenía  la  obligación

garantizada – documento que contiene la garantía real y obligación puesta a

cobro – conforme al inciso 1 del artículo 720 del Código Procesal Civil, por lo

que reafirmo mi  postura al  señalar  que los fundamentos de la  ejecutada al

referirse a Títulos Valores que no estaban considerados en los fundamentos de

la demanda, ni en el mandato ejecutivo, evidenció que el cumplimiento de la

obligación a la que hacía referencia el ejecutado era sobre otra obligación y no

la que se venía tramitando en el proceso, mas cuando del documento de pago

11 Resolución Ministerial N° 070-2018-JUS que aprueba la publicación del Proyecto de Reforma del Código

Procesal  Civil:  Art.  196.  Salvo  disposición  legal  diferente,  la  carga  de  aportar  medios  de  prueba  le

corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión o su defensa.

Excepcionalmente el juez establece que dicha carga le corresponde a una parte distinta de aquella a la que

la ley le atribuye dicha carga. Para tal efecto, el juez debe emitir resolución motivada, en la cual identifique

e  individualice  las  particulares  circunstancias  que  justifican  la  dinamización  de  la  carga  de  la  prueba,

notificando dicha decisión a fin de que la parte a la que se le atribuya la carga de probar, en un plazo no

menor de diez días, pueda absolver y ofrecer los medios probatorios que considere útiles.

La absolución y medios probatorios ofrecidos son puestos en conocimiento de la otra parte para que

absuelva el traslado ejerza su derecho de defensa.

Con o  sin  la  absolución del  traslado,  el  juez  emite  resolución admitiendo o  rechazando los  medios

probatorios de conformidad con el artículo 190 del Código Procesal Civil y, de ser necesario, convocando

a una nueva audiencias de pruebas en caso esta sea necesaria.

En  ninguna  instancia  o  grado  se  declara  la  nulidad  de  la  sentencia  por  no  haberse  ordenado

judicialmente la inversión de la carga de probar 
12 Resolución  Ministerial  N°  070-2018-JUS que  aprueba la  publicación del  Proyecto  de Reforma del
Código Procesal Civil: Art. 197: Al valorar los medios probatorios, el juez busca apoyo empírico en ellos
para corroborar las hipótesis sobre los hechos formuladas por las partes.
Al  exteriorizar  la  valorización  de  los  medios  probatorios,  el  juez  justifica  los  estándares  de prueba
empleados para determinar la probanza o no de los hechos.
En ningún caso la  sola  alegación del  convencimiento del  juez  es  suficiente para que se  consideren
valorados los medios probatorios ni motivada la decisión sobre los hechos
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presentado revelan montos distintos a los que corresponde a lo pactado por las

partes en el contrato de mutuo con garantía hipotecaria, no guardando relación

alguna desde mi punto de vista que pueda causar convicción que desacredite

los  fundamentos  de  la  parte  ejecutante  y  que  conlleve  a  que  se  declare

infundada la demanda, sino mas bien que al existir evidente divergencia entre

los  medios  de  prueba  presentados  y  los  fundamentos  de  hecho  por  el

ejecutado, declarar nulo el auto final y precisar que debía observar el derecho

al contradictorio de los medios de prueba. 

Bajo los argumentos antes señalados, estoy de acuerdo con lo resuelto por la

Corte  Suprema  al  señalar  que  no  es  actividad  constitutiva  del  recurso  de

casación revalorar la prueba, los hechos ni juzgar los motivos que formaron

convicción en la Sala Revisora, ya que los errores a los que se incurrió en la

emisión de la resolución tanto de Primera como de Segunda instancia,  son

errores  de  hecho  y  sobre  la  valoración  de  la  prueba  a  los  que  no  puede

extenderse las atribuciones de aquel recurso extraordinario. 

Finalmente,  puedo  concluir  que  el  ejecutante  con  los  medios  probatorios

extemporáneos presentados – copias de las letras de cambio -, si demostró

que la extinción de la obligación a la que hacía referencia el co-ejecutado en su

contradicción,  según  sus fundamentos  de hecho,  se  refería  al  pago  de las

mencionadas cambiales mas no a la extinción de la obligación del mutuo que

era  materia  del  proceso.  Tampoco  correspondía  analizar  los  requisitos

comunes y especiales de los títulos valores – Letras de Cambio - que en copias

simples  se  adjuntaron  en  la  Audiencia  por  no  corresponder  a  los  títulos

ejecutivos que se estaban ejecutando en el Proceso de Ejecución de Garantía

Hipotecaria, sino que únicamente servían para fundar la inversión de la carga

de la prueba que correspondía por las afirmaciones de la parte ejecutada. En

ese sentido, puedo afirmar que si se agoto el merito probatorio del documento

de pago presentado por el co-ejecutado Cirilo Loaiza Urquizo.   

CAPITULO IV

CONCLUSIONES
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- Resulta  de  vital  importancia  para  que  un  Juez  pueda  emitir  un

pronunciamiento válido, observe el irrestricto derecho al contradictorio de los

medios  de  prueba,  encontrándose  inclusive  los  medios  de  prueba

extemporáneos presentados en respuesta de la contradicción, como parte del

petitorio alegado.

 

- En  cualquiera  de  los  casos  que  el  Código  Procesal  Civil  refiere  a  la

incorporación de nuevos hechos o nuevos medios de prueba, se debe respetar

el  principio  de  contradicción,  no  solo  con  la  finalidad  de  que  el  Juzgador

obtenga mayores luces al esclarecimiento sino como principio fundamental al

debido proceso y derecho de defensa.

- En cuanto a la carga de la prueba, debe tenerse en cuenta, además, las

reglas de distribución de la carga de la prueba, utilizados en su mayoría, lo que

la doctrina refiere a hechos constitutivos, impeditivos, extintivos y como algunos

lo señalan, además, los hechos excluyentes.

- Los Jueces deben tener presente los límites que abarca el principio Iura

Novit  Curia,  pues  como  representantes  del  Estado  y  conocedores  de  las

normas  que  rigen  el  proceso,  deben  aplicar  la  ley  que  corresponda,  sin

embargo,  esto  no se  extiende  a  los  hechos  planteados por  las  partes  que

servirán como estructura sobre la cual  el  Juez debe analizar,  ya que de lo

contrario si el Juez importa o infiere sobre los hechos que tal vez pudieron ser

señalados confusamente por las partes, éste se estaría convirtiendo también

en parte del proceso en favor de una de las partes del proceso..

- En virtud del Sexto Pleno Casatorio Civil sobre ejecución de garantías, se

debe tenerse presente que el proceso se debe seguir bajo ciertos parámetros

según el cual las partes deben intervenir, identificando de esta forma el título

que contiene la obligación y sobre el cual se podrá atacar a fin de que el Juez

pueda desestimar la demanda.
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 Demanda y anexos

 Contradicción y anexos

 Audiencia Especial

 Sentencia de primera instancia

 Sentencia de segunda instancia

 Resolución de la Corte Suprema
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	¿Existió una correcta apreciación de los hechos por los magistrados teniendo en consideración lo previsto en los artículos 188, 196 y 197 del Código Procesal Civil?
	Uno de los problemas que considero tuvo incidencia sobre la decisión tanto en la resolución – auto final - de primera instancia como en la de segunda instancia, es lo referente a lo establecido en el artículo 188 del Código Procesal Civil, ya que no se ha tomado en cuenta la trascendental importancia que conlleva su aplicación e interpretación.
	En ese sentido, Sentis Melendo decía que: “La prueba no consiste, pues, en averiguar sino en verificar. Y no consiste en averiguar, porque la función del juez no es averiguar; esa es la función de las partes, pero no la del juzgador; al juez puede serle necesario aclarar, clarificar algún aspecto de lo que esta discutido, pero nunca ir en busca de esa verdad que han debido procurar traerle las partes”.

